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Señor 

JUEZ ADMINISTRATIVO CIRCUITO DE MOCOA (REPARTO) 

E.S.D. 

Referencia: Acción de tutela solicitando traslado para la ciudad de Medellín – Antioquia 

(para proteger el derecho a la educación y a la salud) con medida cautelar provisional y 

preventiva. 

Accionante. FELIPE ANDRÉS MORENO HENAO. 

Accionado. SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL 

PUTUMAYO – SED. 

FELIPE ANDRÉS MORENO HENAO, mayor de edad, identificado con cédula de 

ciudadanía 1’105.681.951 del Espinal – Tolima, portador de la tarjeta profesional No. 273457 

del Consejo Superior de la Judicatura, nombrado en periodo de prueba mediante acto 

administrativo (resolución) 3934 del 30 de septiembre de 2021 y acta de posesión No. 1573, 

actuando en causa propia, y quien al momento de presentar concurso de Mérito ante la 

Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, presenta una discapacidad física 

denominada Polineuropatía, me dirijo ante usted de la manera más atenta y respetuosa 

conforme a lo consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia de 1991 

en concordancia con lo expuesto en los decretos 2591 de 1991, 206 de 1999 y 1382 de 2000 

para interponer Acción de Tutela con Medida Provisional en contra de la SECRETARIA 

DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL PUTUMAYO – SED, como MEDIDA 

CAUTELAR TRANSITORIA URGENTE, para que judicialmente se me conceda la 

protección de los derechos fundamentales que considero vulnerados y/o amenazados por 

acciones y/u omisiones de la autoridad Pública SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTAMENTAL DEL PUTUMAYO – SED, que mencionare en la referencia del 

presente escrito, se proteja el derecho fundamental a la SALUD, DIGNIDAD HUMANA, 

TRABAJO Y EDUCACIÓN, fundamento mi petición con lis siguientes hechos. 

I. HECHOS. 

Primero. El día lunes 22 de noviembre de 2021, celebré con los padres de familia de la 

Escuela Rural La Lajas, para hablar sobre el horario de clase para poder estudiar la Maestría 

en Educación Virtual, dicha metodología para dictar clases y estudiar, sería cada Quince 

(15) días, dictando clases de 7:00 a.m. a 4:00 p.m., (ver prueba acta No. 001 de 2021), para 

poder realizar los trabajos y las clases sincronizadas de Estudio. 

Colorario de lo anterior, le envíe el acta al Directivo Docente para determinar la viabilidad 

del cambio de clase y me informa que con la certificación de que me encuentro matriculado 

en la Maestría en Educación Virtual. 

Luego de tener el acta de los padres de familia y la certificación de estar matriculado en la 

Maestría en Educación Virtual, el directivo docente me informa que debo realizar una 

Propuesta Educativa para cambio de calendario y teniendo en cuenta la necesidad que tengo 

de poder estudiar la Maestría, para así plantear los horarios que se acordaron con los padres 

de familia para luego ser radicada ante la SECRETARIA DE EDUCACIÓN, para la 

aprobación de la Propuesta. 

Partiendo de la premisa que se debe realizar una propuesta educativa para el cambio de 

horario, no sería viable su aprobación, ya que se debe modificar a nivel general los horarios 

de dictado de clase en todo el Departamento del Putumayo, por ende, se está vulnerando el 

Derecho al Trabajo, en conexidad con la Educación, por motivos que en la sede principal y 

demás subsedes no hay instaladas redes de internet o satelital, tampoco hay conectores de 

electricidad para poner a cargar el portátil o celular en las subsede en la que me encuentro 

como docente multi-área. 

Segundo. El día domingo dos (2) de enero de 2022, interpuse ante la SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DEL PUTUMAYO – SED, con número de radicado PUT2022ER0000 

derecho de petición para solicitar traslado a la ciudad de Medellín, y le fue asignado el día 

lunes tres (3) de enero de 2022 al funcionario JOHN JAIRO GUERRERO BENAVIDES. 
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Desde la fecha de la instauración del derecho de petición a la fecha de instauración  la acción 

de tutela, la SECRETARIA DEPARTAMENTAL DEL PUTUMAYO – SED, no ha dado 

respuesta y más aun a sabiendas que en el lugar donde estoy como docente no hay 

conectividad para estudiar, por ende, interpongo acción de tutela preventiva, para que se 

garantice el derecho al trabajo con conexidad con la educación, vida e dignidad humana, 

mientras se decide el traslado a la ciudad de Medellín – Antioquia, por cumplimiento de 

requisitos exigidos en el artículo 63 literal L del Decreto Ley 1278 de 2002. 

Tercero. El día martes once (11) de enero de 2022, la Universidad de Nariño, remite 

certificación académica donde consta que me encuentro matricula y que da inicio clases de 

la Maestría en Educación Virtual el día veinticinco (25) de enero de 2022, cuya 

metodología es 100% virtual y se realizarán encuentros sincrónicos con los docentes (ver 

prueba de certificación académica). 

II. PETICIÓN. 

Con lo expuesto en los hechos anteriormente narrados y en las consideraciones expuestas, 

respetuosamente solicito al señor Juez Tutelar a mi favor los derechos fundamentales 

invocados, ORDENÁNDOLES a la autoridad pública accionada SECRETARIA DE 

EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL PUTUMAYO – SED, que se protejan los 

derechos a la dignidad humana, al trabajo, educación, familia y a la salud, al señor FELIPE 

ANDRÉS MORENO HENAO en consecuente ordene. 

Primero. Se me tutele de manera inmediata mis derechos fundamentales a la dignidad 

humana, trabajo, educación, familia y a la salud. 

Segundo. ORDENE a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL 

PUTUMAYO – SED, que como garantía fundamental a la continuidad e integridad de mi 

trabajo como docente multi-área, ordene, remita y cree el convenio para realizar el traslado 

a la ciudad de Medellín a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DE MEDELLÍN – 

ANTIOQUIA, debido a que tengo que realizar una Maestría en Educación para continuar 

con mi trabajo como docente, me está vulnerando el derecho al trabajo tajantemente y 

eminentemente al no puedo estudiar ni realizar la Maestría en Educación Virtual  y a su 

vez el derecho a la dignidad humano y mínimo vital, al no cumplir con dicho requisito dentro 

de los TRES (3) años siguientes de posesión me pueden retirar del cargo, a su vez, también, 

mejorar mi calidad de vida profesional y personal, por cuestiones de salud, al momento de 

presentar el concurso de Mérito para la plazas de docentes primaria post conflicto No. 

83197de la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC en su aplicativo SIMO, además, 

por razones de salud familiar de la señora CAROLINA HENAO NÚÑEZ, quien es mi 

señora madre y presentar una discapacidad del 90.7% y quien requiere acompañante para su 

diario vivir1. 

Tercero. ORDENE el traslado inmediato a la Secretaria de Educación Departamental del 

Putumayo a la Secretaria de Educación de Medellín, conforme lo estipula 52 “Traslados” 

y 53 “Modalidades de Traslado” en los literales b y c, los cuales se enunciarán 

respectivamente, de manera expuesta en el artículo 2.4.5.1.5. “Traslados no sujetos al 

proceso ordinario” inciso 2 “razones de salud del docente o directivo docente, previo 

dictamen médico del comité de medicina laboral del prestador de servicio de salud” del 

Decreto 1075 de 2015 y en concordancia con los artículos 6, 7 y 22 “Traslados” de la Ley 

715 de 2001, para el Municipio de Medellín – Antioquia, en la Secretaria de Educación de 

Medellín. 

Decreto Ley 1278 de 2002. 

Literal B: sic “Por razones de seguridad debidamente comprobadas”. 

 
1 Sin embargo, aunque lo dicho anteriormente constituye la regla general, esta Corporación ha reconocido 
algunos eventos en los cuales la tutela se torna procedente para solicitar traslados, como, por ejemplo, cuando 
el juez constitucional encuentre acreditado “una amenaza o violación grave e irremediable a los derechos 
fundamentales del trabajador o de su núcleo familiar”. Véase, entre otras, las Sentencias T-468 de 2002, T-346 
de 2001, T-077 de 2001, T-1498 de 2000, T-965 de 2000, T-355 de 2000, T-503 de 1999, T-288 de 1998, T-715 
de 1996, T-016 de 1995. 
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Por tener motivos que tengo familiares como personal activo y en buen uso de su retiro de 

las Fuerzas Militares “Policía Nacional de Colombia y Ejército Nacional de Colombia” 

y por encontrarme laborando en situación de orden público, donde la Fuerza Revolucionarias 

de Colombia “FARC” tiene incidencia en dicho territorio en el Departamento del Putumayo, 

y con un solo personal que tenga en las Fuerzas Militares e incluso mi señora madre 

Carolina Henao Núñez, fue personal activo de la Policía Nacional de Colombia y como 

lema que tienen el personal uniformado “Militar un (1) día, Militar toda la Vida”. 

Para ello, la Secretaria de Departamental de Educación del Putumayo, está en la libertad de 

obtener dicha información para colaborar la información anteriormente mencionada, de igual 

forma voy a dar el número celular de un primo que es Mayor Activo en el Ejército Nacional 

de Colombia. 

Literal C: sic “Por solicitud propia”2. 

- Enfermedad de mi mamá Carolina Henao Núñez, como obra en los hechos del 

primero al cuarto, tuvo en menos de 15 días varios decaimientos de salud, ya que ella 

es una persona en situación de discapacidad, cuya calificación es del NOVENTA 

PUNTO SIETE POR CIENTO (90.7%), cabe también mencionar que es una 

persona que no puede vivir sola por su estado de salud, el cual es una persona 

diabética Millitus, con una polineuropatía diabética, por tal motivo, debo estar 

pendiente de ella y estando trabajando en el Cabildo Yuriya-vereda la Lajas en el 

Municipio de Puerto Leguizamo – Putumayo, no podré estar atento de la salud de 

ella. 

- Debido a que debo cumplir con el requisito de convalidar el título profesional de 

abogado mediante la realización de una maestría en educación, dentro de los TRES 

(3) AÑOS siguientes al nombramiento conforme lo estipula el artículo 63 literal L 

del Decreto Ley 1278 de 2002, teniendo en cuenta que me encuentro laborando en 

zona de conflicto armado, donde está prohibido tener internet o acceso de internet 

físico o a través de red de datos o línea celular, no podré realizar la maestría en 

educación virtual cuya modalidad es virtual y sin acceso a la conectividad del internet, 

se está vulnerando el derecho a la educación y al trabajo, porque se debe cumplir 

dicho requisito para poder seguir laborando como docente, pues mi vinculación es 

como profesional y no como licenciado. 

- De igual forma, soy una persona en condición de discapacidad, tengo una 

polineuropatía que al momento de inscribirme al concurso docente de aula post 

conflicto en el Departamento del Putumayo y pasar el examen de mérito, teniendo en 

cuenta que el lugar donde me encuentro laborando, no es el más adecuado para mi 

salud, sin mencionar que no puedo seguir con mi seguimiento médico y en el lugar 

de trabajo no ahí acceso de servicios de salud y más especializados, el más cercado 

es en Florencia – Caquetá, el cual queda a ocho (8) horas en lancha 222 y el de Mocoa 

– Putumayo está a trece (13) horas del Yuriya, partiendo por el Mecaya, Subiendo 

por la Tagua, luego Puerto Leguizamo, sigue Puerto Asís y por Último Mocoa3. 

 
2 Bajo esta óptica, esta Corporación ha establecido que un traslado docente no es una facultad exclusiva del 
empleador, pues este también está relacionado con las necesidades específicas del docente. Así pues, la Corte, 
en Sentencia T- 065 de 2007 consideró que: “La figura del traslado no está prevista únicamente como una 
herramienta del empleador -público o privado- para ajustar su planta de personal a los requerimientos que 
imponen las necesidades del servicio. Para la Corte, el traslado también comporta un derecho de los 
trabajadores íntimamente relacionado con otros derechos como la vida, la dignidad, la integridad personal y el 
libre desarrollo de la personalidad, en la medida que el mismo puede ser solicitado por éstos para garantizar 
su seguridad o sus condiciones de salud, e, igualmente, como un medio idóneo para implementar 
autónomamente sus proyectos de vida a nivel personal o familiar. En este sentido, la discrecionalidad de la 
administración no sólo debe consultar los límites establecidos expresamente por la legislación, sino que debe 
procurar la realización de los derechos fundamentales de los docentes conforme a los mandatos previstos en 
la Constitución Política de Colombia. 
3 La Corte a determinado, que para que tal pretensión proceda por razones de salud, debe estar probado en el 
expediente que: “(i) en la localidad de destino no sea posible brindarle el cuidado médico requerido o no existan 
las condiciones ni la capacidad médica para ello, (ii) la afectación a la salud sea de una entidad importante; (iii) 
el traslado o su negativa, guarde una relación tal con la afectación de la salud del familiar, que para alcanzar la 
mejoría física y emocional de éste o para evitar su deterioro, sea necesaria la presencia constante del empleado; 
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Sic “Al respecto, esta Corporación ha establecido que “El desarrollo del trabajo en 

condiciones dignas y justas implica que el ejercicio del ius variandi. como potestad con 

que cuenta el empleador para modificar las condiciones laborales en virtud de su poder 

subordinante, se sujete, entre otras, a las siguientes condiciones: (i) que los traslados sólo 

pueden realizarse a cargos equivalentes al original, (ii) que la decisión, en la medida en 

que altera las condiciones laborales, consulte el entorno social del trabajador y valore 

factores como la situación familiar del empleado, su lugar y tiempo de trabajo, el 

rendimiento demostrado, el ingreso salarial y el estado de salud, entre otros, a fin de evitar 

perjuicios considerables4” 

Sic “En abundante jurisprudencia, esta Corte se ha ocupado de establecer las condiciones 

que deben ser evaluadas cuando se va a determinar la procedencia del amparo 

constitucional frente a este tipo de pretensiones y, así, emitir un pronunciamiento de fondo. 

Dichas condiciones son las siguientes: 

“(i) que la decisión sea ostensiblemente arbitraria, en el sentido que haya sido adoptada 

sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del 

trabajador, e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo 

(ii) que afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de 

su núcleo familiar”. 

Respecto de la segunda condición, este Tribunal ha establecido que “como es lógico 

suponer que la mayoría de los traslados ordenados por necesidad del servicio implican un 

margen razonable de desequilibrio en la relación familiar porque supone reacomodar las 

condiciones de vida y cambios en la cotidianidad de las labores del trabajador, la 

jurisprudencia ha aclarado que la vulneración o amenaza de un derecho fundamental del 

docente o de su familia no corresponde a situaciones razonables o ´normales´ de desajuste 

familiar o personal en la medida en que correspondan a cargas soportables[17], sino que 

se presenta en eventos en que, de las pruebas obtenidas o allegadas al expediente de tutela, 

se desprendan situaciones que resulten cargas desproporcionadas para el trabajador, 

como estas: 

‘a. Cuando el traslado laboral genera serios problemas de salud, especialmente porque en 

la localidad de destino no existan condiciones para brindarle el cuidado médico requerido. 

Cuando el traslado pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia. 

En los eventos en que las condiciones de salud de los familiares del trabajador, pueden 

incidir, dada su gravedad e implicaciones, en la decisión acerca de la constitucionalidad 

del traslado. 

Y, en aquellos eventos donde la ruptura del núcleo familiar va más allá de una simple 

separación transitoria, ha sido originada por causas distintas al traslado mismo o se trata 

de circunstancias de carácter superable5. 

Cuarto. En caso de Tutelar, Ordene a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEPARTALMENTAL DEL PUTUMAYO, crear el convenio Interadministrativo con la 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE MEDELLÍN - ANTIOQUIA, en caso que no 

exista convenio alguno, y como obra dentro del Decreto Ley 1278 de 2002, pertenecemos a 

la planta Global de Docente, es decir, que se es Nacionalizado. 

Quinto. ORDENE a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTALMENTAL DEL 

PUTUMAYO., que adopte las medidas administrativas necesarias para que él señor 

FELIPE ANDRÉS MORENO HENAO sea trasladado a una institución educativa ubicada 

en un municipio, perteneciente al departamento de Antioquia, ciudad de Medellín., una vez 

 
y (iv) exista una relación de dependencia entre el familiar y el trabajador”. Ver sentencias T-969 de 2005. 
Sentencia T-922 de 2008 
4 Ver sentencias T-407 de 1992 y T-209 de 2001.Sentencia T-026 de 2002 y Sentencia T-1156 de 2004. 
5 Consultar, entre otras, las Sentencias T-715 de 1996 y T-288 de 1998 y T-065 DE 2007. 

 

https://vlex.com.co/vid/-43560405
https://vlex.com.co/vid/-43561781
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se presente una vacante definitiva o temporal que se ajuste a su perfil profesional como 

docente de aula.  

Sexto. Solicito de manera atenta y respetuosa, solicite ante el Ministerio de Defensa por 

intermedio de derecho de petición, los siguientes nombres y su estado de vinculación en las 

fuerzas militares de Colombia. 

Mayor activo Carlos Andrés Giraldo Moreno – Ejército Nacional. 

Coronel ® Jhonny Smith Giraldo Moreno – Ejército Nacional. 

Agente ® Andrés Henao Núñez – Policía Nacional. 

Sargento Primero ® Mauricio Henao Núñez – Policía Nacional. 

Suboficial póstumo Carlos Andrés Munera Moreno – Ejército Nacional. 

Carolina Henao Núñez. 

Séptimo. Abstener a la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL PUTUMAYO – SED 

exigir el requisito de convalidar u homologar el título profesional a los docentes profesionales 

no licenciados cuando son nombrados en periodo de prueba en lugares donde no hay 

cobertura de internet o red de datos o por cuestión de orden público no puedan realizar los 

estudios correspondientes. 

MEDIDA CAUTELAR PROVISIONAL 

SE ORDENE de manera urgente, prioritaria y sin impedimento alguno a la SECRETARIA 

DE EDUCACIÓN DEL PUTUMAYO – SED, me traslade a cualquier institución escolar 

académica de Medellín – Antioquia, para poder realizar mis estudios en la Maestría Virtual 

en Educación, por motivos que requiero tener acceso a internet o red de datos, el cual en el 

Cabildo del Yuriya en la cual se encuentra la sede Central Educativa Rural, el internet es 

limitado, porque los habitantes del lugar piensan que si uno está conectado demasiado tiempo 

empieza a opinar y llevarle la información al orden público y pasando información a los 

militares de la zona, cosa de la cual no es de mi interés, incumbencia e importancia las cosas 

que esas personas hagan.  Desde la sede principal a la sede asignada Vereda La Lajas ahí 

DOS (2) horas y los habitantes de la vereda bajan cada OCHO (8) días, es decir, que bajan 

todos los Sábados y suben el Domingo en horas de la tarde, por ende, no puedo estar 

conectado en las clases de la Maestría en Educación Virtual, de igual forma cabe recalcar 

que por cuestión del orden público no autorizan la puesta del Internet Satelital por lo ya 

mencionado y por los motivos expuestos en esta medida cautelar provisional no podré 

realizar ni acceder a los contenidos académicos de la Maestría en Educación Virtual. 

Con esto se está vulnerando el Derecho a la Educación (art 51 CN) con conexidad con el 

Derecho al Trabajo (art. 25 CN), Derecho a la Familia (art. 42 CN), Derecho a la Salud (art. 

48 CN), Derecho a la Dignidad Humana (art. 11 CN) y al Mínimo Vital (art. 53 CN). 

De igual forma la Honorable Corte Constitucional en sentencia de instancia T-200-2013 sic 

“en otras palabras, su fin es que el/la juez/a de tutela, previa verificación de la existencia 

de una vulneración o amenaza de un derecho fundamental, dé una orden para que el 

peligro no se concrete o la violación concluya”. 

III. FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

La presente acción de tutela se fundamentos en la norma Constitucional, legales y decretos 

ley. 

 Constitucionales. 

Artículo 11: odas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 

y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 

ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 

religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
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El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que, por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

Artículo 25: El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo 

en condiciones dignas y justas. 

Artículo 41: En todas las instituciones de educación, oficiales o privadas, serán obligatorios 

el estudio de la Constitución y la Instrucción Cívica. Así mismo se fomentarán prácticas 

democráticas para el aprendizaje de los principios y valores de la participación ciudadana. El 

Estado divulgará la Constitución. 

Artículo 42: La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos 

naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio 

o por la voluntad responsable de conformarla. 

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 

determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. 

Artículo 46. El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia 

de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria. 

El Estado les garantizará los servicios de la seguridad social integral y el subsidio alimentario 

en caso de indigencia. 

Artículo 47: El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social 

para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención 

especializada que requieran. 

Artículo 48: La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 

bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 

El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de 

la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine 

la Ley. 

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad 

con la ley. 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para 

fines diferentes a ella. 

Para la interpretación de este artículo se debe tener en cuenta la Unificación Jurisprudencial 

sentada por el Consejo de estado así: 

"(i) La primera regla define que el concepto de «término estrictamente indispensable», al que 

alude el numeral 3.º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, es el señalado en los estudios 

previos y en el objeto del contrato, el cual, de acuerdo con el principio de planeación, tiene 

que estar justificado en la necesidad de la prestación del servicio a favor de la 

Administración, de forma esencialmente temporal y, de ninguna manera, con ánimo de 

permanencia. 

(ii) La segunda regla establece un periodo de treinta (30) días hábiles, entre la finalización 

de un contrato y la ejecución del siguiente, como término de la no solución de continuidad, 

el cual, en los casos que se exceda, podrá flexibilizarse en atención a las especiales 

circunstancias que el juez encuentre probadas dentro del expediente. 

(iii) La tercera regla determina que frente a la no afiliación al sistema de la Seguridad Social 

en salud, por parte de la Administración, es improcedente la devolución de los valores que el 

contratista hubiese asumido de más, en tanto se recaudaron como recursos de naturaleza 

parafiscal". 
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La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 

adquisitivo constante. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema 

Pensional, respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda 

pensional que de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se 

expidan con posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar 

la sostenibilidad financiera de lo establecido en ellas. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> Sin perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados 

de acuerdo con la ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el 

valor de la mesada de las pensiones reconocidas conforme a derecho. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> Para adquirir el derecho a la pensión será necesario cumplir con la edad, el tiempo 

de servicio, las semanas de cotización o el capital necesario, así como las demás condiciones 

que señala la ley, sin perjuicio de lo dispuesto para las pensiones de invalidez y 

sobrevivencia. Los requisitos y beneficios para adquirir el derecho a una pensión de invalidez 

o de sobrevivencia serán los establecidos por las leyes del Sistema General de Pensiones. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> En materia pensional se respetarán todos los derechos adquiridos. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> Los requisitos y beneficios pensionales para todas las personas, incluidos los de 

pensión de vejez por actividades de alto riesgo, serán los establecidos en las leyes del Sistema 

General de Pensiones. No podrá dictarse disposición o invocarse acuerdo alguno para 

apartarse de lo allí establecido. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre 

los cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones. Ninguna pensión podrá ser 

inferior al salario mínimo legal mensual vigente. Sin embargo, la ley podrá determinar los 

casos en que se puedan conceder beneficios económicos periódicos inferiores al salario 

mínimo, a personas de escasos recursos que no cumplan con las condiciones requeridas para 

tener derecho a una pensión. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo, no habrá regímenes 

especiales ni exceptuados, sin perjuicio del aplicable a la fuerza pública, al Presidente de la 

República y a lo establecido en los parágrafos del presente artículo. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del 

presente Acto Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. 

Se entiende que la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a 

ella, aún cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento. 

<Inciso adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el 

siguiente:> La ley establecerá un procedimiento breve para la revisión de las pensiones 

reconocidas con abuso del derecho o sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en la 

ley o en las convenciones y laudos arbitrales válidamente celebrados. 

PARÁGRAFO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. 

El nuevo texto es el siguiente:> A partir del 31 de julio de 2010, no podrán causarse pensiones 

superiores a veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, con cargo a 

recursos de naturaleza pública. 

PARÁGRAFO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 1 de 2005. 

El nuevo texto es el siguiente:> A partir de la vigencia del presente Acto Legislativo no 

podrán establecerse en pactos, convenciones colectivas de trabajo, laudos o acto jurídico 
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alguno, condiciones pensionales diferentes a las establecidas en las leyes del Sistema General 

de Pensiones. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 1o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen pensional de los docentes 

nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es 

el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en el artículo 81 de esta. Los 

docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia de la citada ley, tendrán 

los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema General de Pensiones, en 

los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 2o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Sin perjuicio de los derechos 

adquiridos, el régimen aplicable a los miembros de la Fuerza Pública y al Presidente de la 

República, y lo establecido en los parágrafos del presente artículo, la vigencia de los 

regímenes pensionales especiales, los exceptuados, así como cualquier otro distinto al 

establecido de manera permanente en las leyes del Sistema General de Pensiones expirará el 

31 de julio del año 2010. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 3o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Las reglas de carácter pensional que 

rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, convenciones 

colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente celebrados, se mantendrán por el 

término inicialmente estipulado. En los pactos, convenciones o laudos que se suscriban entre 

la vigencia de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 2010, no podrán estipularse 

condiciones pensionales más favorables que las que se encuentren actualmente vigentes. En 

todo caso perderán vigencia el 31 de julio de 2010. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 4o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> El régimen de transición establecido 

en la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse 

más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que estando en dicho régimen, 

además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la 

entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho 

régimen hasta el año 2014. 

Los requisitos y beneficios pensionales para las personas cobijadas por este régimen serán 

los exigidos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho 

régimen. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 5o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> De conformidad con lo dispuesto por 

el artículo 140 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en 

vigencia de este último decreto, a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia 

Penitenciaria y Carcelaria Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en 

el mismo. A quienes ingresaron con anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta 

ese entonces vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el 

dispuesto para el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las 

cotizaciones correspondientes. 

PARÁGRAFO TRANSITORIO 6o. <Parágrafo adicionado por el artículo 1 del Acto 

Legislativo 1 de 2005. El nuevo texto es el siguiente:> Se exceptúan de lo establecido por el 

inciso 8o. del presente artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior 

a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de 

julio de 2011, quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año. 

Colorario de lo anterior, solicite traslado a la ciudad de Medellín – Antioquia, por motivos 

de debo realizar una Maestría en Educación para poder Nivelar el título Profesional no 

Licenciado como lo exige el artículo 63 literal L del Decreto Ley 1278 de 2002, que se debe 

realizar un estudio en materia de educación los cuales pueden ser (Normalista o Normalista 
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superior, Licenciaturas o Maestrías en Educación), en caso específico por ser Profesional en 

Derecho requiero y me es más favorable para escalafonar como docente la Maestría en 

Educación. 

De igual manera para suplir el requisito que habla el acápite anterior, me matricule a la 

Maestría en Educación Virtual de la Universidad de Nariño, cuya metodología para 

dictarla es Virtual, por ende, en una comunidad donde predomina la violencia y el orden 

público, le solicite a la Presidenta de la Acción Comunal de la vereda La Lajas, la cual es 

la sede educativa a la que fui asignado como docente de aula, que hablará con él/los jefe/es 

guerrilleros que controlan la zona, para poder colocar internet satelital y así poder estudiar y 

cumplir el requisito de la Maestría en Educación para seguir trabajando y dictando clase a 

los estudiantes viven en la vereda y sus cercanías, la respuesta de estas personas es negativa 

sic “Que el docente está muy nuevo para darle ese privilegio y toca analizarlo como es su 

comportamiento y evolución dentro de la comunidad”, teniendo esta negativa, la misma 

Presidenta de la Acción Comunal de la Vereda les informa que si no puede estudiar, los 

niños y niñas se quedarían por un tiempo indeterminado sin docentes hasta que la Secretaria 

de Educación del Putumayo nombrara a otro y que él mismo quisiera quedarse ahí, sin tener 

que estudiar, vuelven y le responden (Negrilla). Sin mencionar que para bajar a la Sede 

Central Educativa Yuriya, me tomo 1 hora en canoa y motor 15, no se puede tampoco estudiar 

por motivos que tienen control y monitoreo al acceso al internet y que se debe conectar a 

ciertas horas y si esta uno mucho tiempo conectado la comunidad empieza a opinar y llevarle 

la información al orden público y pasando información a los militares de la zona, para poder 

realizar la Maestría en Educación Virtual, se debe estar en las clases virtual, descargar los 

materiales académicos de estudio y vídeos para poder realizar todos los trabajos académicos 

de la Maestría conlleva. 

También cabe aclarar, que dado el caso que hubiera escogido una Maestría en Educación  

cuya metodología sea Presencial, el Director Docente no me hubiera dado permiso de para 

estudiar y realizarla, porque sería una semana saliendo, una semana estudiando y otra semana 

entrando, lo que quiere decir: “que para salir a estudiar deben ser los días lunes o viernes, 

una semana estudiando y para ingresar debe ser los miércoles o sábados”, es decir, que serían 

3 semanas ausentes en el trabajo. 

Cuando se firmó el acta de nombramiento y posesión, la SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

DEL PUTUMAYO – SED, nos informa que se debe Convalidar o Nivelar el Título 

Profesional no Licenciado con una formación en Educación como es una Normalista o 

Maestría en Educación, se tenía conocimiento al momento de la posesión que es una zona de 

difícil acceso, lo cual es muy diferente cuando uno está en el campo ejerciendo la docencia, 

por los motivos anteriormente mencionados, y más aún que por órdenes de ellos, una vez 

incrasado al cabildo, solo se puede salir después de 7 meses; todo ello va que no se puede 

cumplir con el requisito de Nivelar y Convalidar el título profesional, toda vez que se ve en 

un caso fortuito y a su vez va en contrario sensu a lo expuesto en el artículo 67 literal L del 

Decreto Ley 1278 de 2002, a su vez en contra legem de la Constitución Política de Colombia 

de 1991 en sus artículos 11, 25, 41, 42 y 48, para toda norma existe su excepción y más 

cuando va en contra de la Carta Magna. 

Al no poder estudiar ni realizar la Maestría en Educación Virtual, se estaría vulnerando el 

derecho al trabajo y a la educación, porque si no realizó dicho estudio para Convalidar o 

Nivelar la Profesión dentro de los tres (3) años siguientes al nombramiento me retiran del 

cargo y no podré trabajar y con ello, se estaría vulnerando la dignidad humana y a la salud. 

También por tener familiar activa y pensionada en las diferentes Fuerzas Militares de 

Colombia, como el Ejército Nacional de Colombia y la Policía Nacional de Colombia. 

Artículo 86: Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 

actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 

cualquier autoridad pública. 
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La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional 

para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 

encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 

directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de 

subordinación o indefensión. 

Leyes. 

Ley 715 de 2001. 

Artículo 6°. Competencias de los departamentos. Sin perjuicio de lo establecido en otras 

normas, corresponde a los departamentos en el sector de educación las siguientes 

competencias: 

6.1. Competencias Generales. 

6.1.1. Prestar asistencia técnica educativa, financiera y administrativa a los municipios, 

cuando a ello haya lugar. 

6.1.2. Administrar y responder por el funcionamiento, oportunidad y calidad de la 

información educativa departamental y suministrar la información a la Nación en las 

condiciones que se requiera. 

6.1.3. Apoyar técnica y administrativamente a los municipios para que se certifiquen en los 

términos previstos en la presente ley. 

6.1.4. Certificar a los municipios que cumplen los requisitos para asumir la administración 

autónoma de los recursos del Sistema General de Participaciones. Si el municipio cumple 

los requisitos para ser certificado y el departamento no lo certifica, podrá solicitarla a la 

Nación. 

6.2. Competencias frente a los municipios no certificados. 

6.2.1. Dirigir, planificar; y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica, 

media en sus distintas modalidades, en condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los 

términos definidos en la presente ley. 

6.2.2. Administrar y distribuir entre los municipios de su jurisdicción los recursos 

financieros provenientes del Sistema General de Participaciones, destinados a la prestación 

de los servicios educativos a cargo del Estado, atendiendo los criterios establecidos en la 

presente ley. 

6.2.3. Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 

1994, las instituciones educativas y el personal docente y administrativo de los planteles 

educativos, sujetándose a la planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. 

Para ello, realizará concursos, efectuará los nombramientos del personal requerido, 

administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los recursos disponibles 

en el Sistema General de Participaciones y trasladará docentes entre los municipios, 

preferiblemente entre los limítrofes, sin más requisito legal que la expedición de los 

respectivos actos administrativos debidamente motivados. 

6.2.4. Participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a cargo 

del Estado, en la cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las inversiones 

de infraestructura, calidad y dotación. 

Los costos amparados con estos recursos no podrán generar gastos permanentes a cargo al 

Sistema General de Participaciones. 
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6.2.5. Mantener la cobertura actual y propender a su ampliación. 

6.2.6. Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los docentes directivos, de 

conformidad con las normas vigentes. 

6.2.7. Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en 

ejercicio de la delegación que para tal fin realice el Presidente de la República. 

6.2.8. Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas, cuando a 

ello haya lugar. 

6.2.9. Promover la aplicación y ejecución de planes de mejoramiento de la calidad. 

6.2.10. Distribuir entre los municipios los docentes, directivos y empleados administrativos, 

de acuerdo con las necesidades del servicio, de conformidad con el reglamento. 

6.2.11. Distribuir las plantas departamentales de personal docente, directivos y empleados 

administrativos, atendiendo los criterios de población atendida y por atender en condiciones 

de eficiencia, siguiendo la regulación nacional sobre la materia. 

6.2.12. Organizar la prestación y administración del servicio educativo en su jurisdicción. 

6.2.13. Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, 

pensiones, derechos académicos y otros cobros en los establecimientos educativos. 

6.2.14. Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 

5.22. 

6.2.15. Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial 

determinará la repartición organizacional encargada de esta función de conformidad con el 

reglamento que expida el Gobierno Nacional. 

Algunas de estas competencias, salvo la de nominación y traslado de personal entre 

municipios, se podrán delegar en los municipios no certificados que cumplan con los 

parámetros establecidos por la Nación. 

Artículo 7°. Competencias de los distritos y los municipios certificados. 

7.1. Dirigir, planificar y prestar el servicio educativo en los niveles de preescolar, básica y 

media, en condiciones de equidad, eficiencia y calidad, en los términos definidos en la 

presente ley. 

7.2. Administrar y distribuir entre los establecimientos educativos de su jurisdicción los 

recursos financieros provenientes del Sistema General de Participaciones, destinados a la 

prestación de los servicios educativos a cargo del Estado, atendiendo los criterios 

establecidos en la presente ley y en el reglamento. 

7.3. Administrar, ejerciendo las facultades señaladas en el artículo 153 de la Ley 115 de 

1994, las instituciones educativas, el personal docente y administrativo de los planteles 

educativos, sujetándose a la planta de cargos adoptada de conformidad con la presente ley. 

Para ello, realizará concursos, efectuará los nombramientos del personal requerido, 

administrará los ascensos, sin superar en ningún caso el monto de los recursos de la 

participación para educación del Sistema General de Participaciones asignado a la 

respectiva entidad territorial y trasladará docentes entre instituciones educativas, sin más 

requisito legal que la expedición de los respectivos actos administrativos debidamente 

motivados. 

7.4. Distribuir entre las instituciones educativas los docentes y la planta de cargos, de 

acuerdo con las necesidades del servicio entendida como población atendida y por atender 

en condiciones de eficiencia, siguiendo la regulación nacional sobre la materia. 

7.5. Podrán participar con recursos propios en la financiación de los servicios educativos a 

cargo del Estado y en la cofinanciación de programas y proyectos educativos y en las 

inversiones de infraestructura, calidad y dotación. Los costos amparados con estos recursos 

no podrán generar gastos permanentes a cargo al Sistema General de Participaciones. 
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7.6. Mantener la actual cobertura y propender a su ampliación. 

7.7. Evaluar el desempeño de rectores y directores, y de los directivos docentes. 

7.8. Ejercer la inspección, vigilancia y supervisión de la educación en su jurisdicción, en 

ejercicio de la delegación que para tal fin realice el Presidente de la República. 

7.9. Prestar asistencia técnica y administrativa a las instituciones educativas cuando a ello 

haya lugar. 

7.10. Administrar el Sistema de Información Educativa Municipal o Distrital y suministrar 

la información al departamento y a la Nación con la calidad y en la oportunidad que señale 

el reglamento. 

7.11. Promover la aplicación y ejecución de los planes de mejoramiento de la calidad en sus 

instituciones. 

7.12. Organizar la prestación del servicio educativo en su en su jurisdicción. 

7.13. Vigilar la aplicación de la regulación nacional sobre las tarifas de matrículas, 

pensiones, derechos académicos y cobros periódicos en las instituciones educativas. 

7.14. Cofinanciar la evaluación de logros de acuerdo con lo establecido en el numeral 5.22. 

7.15. Para efectos de la inscripción y los ascensos en el escalafón, la entidad territorial 

determinará la repartición organizacional encargada de esta función de conformidad con el 

reglamento que expida el Gobierno Nacional. 

Artículo 22. Traslados. Cuando para la debida prestación del servicio educativo se requiera 

el traslado de un docente o directivo docente, este se ejecutará discrecional mente y por acto 

debidamente motivado por la autoridad nominadora departamental, distrital o del municipio 

certificado cuando se efectúe dentro de la misma entidad territorial. 

Cuando se trate de traslados entre departamentos, distritos o municipios certificados se 

requerirá, además del acto administrativo debidamente motivado, un convenio 

interadministrativo entre las entidades territoriales. 

Las solicitudes de traslados y las permutas procederán estrictamente de acuerdo con las 

necesidades del servicio y no podrán afectarse con ellos la composición de las plantas de 

personal de las entidades territoriales. 

El Gobierno Nacional reglamentará esta disposición. 

Decreto 1075 de 2015. 

Artículo 2.4.5.1.1. Objeto y ámbito de aplicación. Con el fin de garantizar igualdad de 

oportunidades, transparencia y agilidad en la adopción de las decisiones correspondientes, 

el presente Capítulo reglamenta el proceso traslado de los servidores públicos docentes y 

directivos docentes que atienden servicio educativo en los niveles preescolar, básica y media, 

administrados por cada una de las entidades territoriales certificadas en educación. 

Artículo 2.4.5.1.5.  Traslados no sujetos al proceso ordinario. autoridad nominadora 

efectuará traslado de docentes o directivos docentes mediante acto administrativo 

debidamente motivado, en cualquier época del año lectivo, sin sujeción al proceso ordinario 

de traslados de que trata este Capítulo, cuando se originen en:  

2. Razones de salud del docente o directivo docente, previo dictamen médico del comité de 

medicina laboral del prestador del servicio salud. 

Decreto ley 1278 de 2002. 

Artículo 52. Traslados. Se produce traslado cuando se provee un cargo docente o directivo 

docente vacante definitivamente, con un educador en servicio activo que ocupa en propiedad 

otro con funciones afines y para el cual se exijan los mismos requisitos, aunque sean de 

distintas entidades territoriales. 

Artículo 53. Modalidades de traslado. Los traslados proceden: 
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b. Por razones de seguridad debidamente comprobadas. 

c. Por solicitud propia. 

Jurisprudenciales. 

Corte Constitucional. 

Tutelas. 

T-468 de 2002, T-346 de 2001, T-077 de 2001, T-1498 de 2000, T-965 de 2000, T-355 de 

2000, T-503 de 1999, T-288 de 1998, T-715 de 1996, T-016 de 1995, T-969 de 2005, T-922 

de 2008, T-407 de 1992 y T-209 de 2001, T-026 de 2002, T-1156 de 2004, T-715 de 1996 y 

T-288 de 1998 y T-065 de 2007 y 319 de 2016 y T-200 de 2013. 

IV. PRUEBAS. 

Solicito tener en cuenta las presentes pruebas documentales que se aportan al presente 

derecho de petición. 

- Derecho de petición interpuesto el día dos (2) de enero de 2022. 

- Resolución No. 3930 del 30 de septiembre de 2021. 

- Acta No. 001 del 22 de noviembre de 2021. 

- Certificado académico en la que consta que estoy matriculado en el Primer Semestre 

de la Maestría en Educación Virtual. 

- Historia clínica del 3 de noviembre de 2021. 

- Historia clínica del 4 de noviembre de 2021. 

- Historia clínica del 16 de noviembre de 2021. 

- Calificación de invalidez de la Señora Carolina Henao Núñez. 

- Registro civil de nacimiento de Felipe Andrés Moreno Henao para demostrar la 

consanguinidad. 

- Recibo de pago de inscripción de la Maestría en Educación Virtual – Universidad de 

Nariño del día 10 de noviembre de 2021. 

- Recibo de pago de matrícula de la Maestría en Educación Virtual – Universidad de 

Nariño del día 21 de diciembre de 2021. 

- Certificado de discapacidad del 11 de junio de 2019. 

- Estudio de panel genético de Neuropatías Hereditarias. 

- Información del SIMO donde consta que tengo una discapacidad física. 

- Fotos de la escuela de la Vereda la Lajas, donde no hay conectividad en la escuela y 

en la caseta donde se dictan clases, ni siquiera hay electricidad. 

Inspección Judicial. 

Señor Juez, si su señoría lo ve conveniente para dictar un fallo de tutela en derecho, solicito 

de la manera más atenta y respetuosa, hacer Inspección Judicial en el Cabildo Yuriya y la 

Sede La Lajas donde estoy posesionado como docente de aula La Lajas, y que usted sea que 

verifique la autenticidad de los hechos y motivos narrados para solicitar el traslado por 

problemas de conflicto armado y que no ahí acceso a internet satelital ni señal de red de datos. 

V. NOTIFICACIÓN. 

Para la notificación del presente derecho de petición lo pueden hacer a través del correo 

electrónico y mensajería instantánea al WhatsApp 302-577-22-91 como lo estipula la ley 527 

de 1999 y a la dirección Calle 9b sur # 52b-37, apartamento 301 en la ciudad de Medellín - 

Antioquia. 

A la parte accionada la pueden notificar en la siguiente dirección Carrera 8 No. 17-34, Barrio 

Ciudad Jardín Mocoa Putumayo, a los números fijos (60+8) 4205725, 

4296077,4295286,4206146,4295584 y al correo electrónico Email: 

educacion@sedputumayo.gov.co.  

Atentamente, 
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FELIPE ANDRÉS MORENO HENAO 

C.C. 1’105.681.951 de Espinal – Tolima 

WhatsApp: 302-577-22-91 

Correo electrónico: pipeandres_1518@hotmail.com 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:pipeandres_1518@hotmail.com
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Derecho de petición interpuesto el día dos (2) de enero de 2022. 
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Resolución No. 3930 del 30 de septiembre de 2021. 
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Acta No. 001del 22 de noviembre de 2021. 
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Certificado académico en la que consta que estoy matriculado en el Primer Semestre de la 

Maestría en Educación Virtual. 
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Historia clínica del 3 de noviembre de 2021. 
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Historia clínica del 4 de noviembre de 2021. 
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Historia clínica del 16 de noviembre de 2021. 
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Calificación de invalidez de Carolina Henao Núñez. 

 

 

 

 

 



63 
 

Registro civil de nacimiento de Felipe Andrés Moreno Henao para demostrar la 

consanguinidad. 
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Recibo de pago de inscripción de la Maestría en Educación Virtual – Universidad de Nariño 

del día 10 de noviembre de 2021. 
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Recibo de pago de matrícula de la Maestría en Educación Virtual – Universidad de Nariño 

del día 21 de diciembre de 2021. 
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Certificado de discapacidad del 11 de junio de 2019. 
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Estudio de panel genético de Neuropatías Hereditarias. 
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Información del SIMO donde consta que tengo una discapacidad física. 

 

Fotos de la escuela de la Vereda la Lajas, donde no hay conectividad en la escuela y en la 

caseta donde se dictan clases, ni siquiera hay electricidad. 
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sede principal Centro Educativo Rural Yuriya. 
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